
JOSÉ GRAU 
MADRID 

El Tribunal Superior de Justicia de Ca-
taluña (TSJC) ha estimado un recurso 
contencioso-administrativo interpues-
to por la Asociación Nacional de Edi-
tores de Libros y Material de Enseñan-
za (Anele), y en consecuencia declara 
«la nulidad de la actuación material 
constitutiva de vía de hecho consis-
tente en la creación de una platafor-
ma o programa digital, dentro del pro-
yecto denominado eduCAT». Otro nom-
bre de esa plataforma es Àtria. 

Àtria es el proyecto de «mochila di-
gital» que la Generalitat puso en mar-
cha en 2010 «para gestionar el cono-
cimiento, el acceso y la adquisición de 
los recursos digitales educativos en el 
marco del Proyecto eduCat2.0 del De-
partamento de Enseñanza». 

El TSJC da la razón a los editores de 
libros por dos motivos. El primero es: 
«No existe norma que ampare la crea-
ción y puesta en funcionamiento de la 
plataforma digital en los concretos tér-
minos en los que la Administración 
demandada (la Generalitat) la ha rea-
lizado», es decir, «sin expediente ad-
ministrativo alguno en el que se justi-
fique la necesidad de su creación y el 
interés público que pretenda safista-
cer». El segundo es porque la Genera-
litat actúa como empresa mercantil 
que limita la libre competencia:  «La 
plataforma digital se pone en funcio-
namiento mediante un mecanismo 
otorgando a los alumnos que la utili-
cen una subvención de 30 euros en la 
adquisición de los libros digitales». 

Imposiciones 
Anele denunciaba, y el TSJC le da ra-
zón, que Àtria «impone a las librerías 
que quieran incorporarse aceptar unas 
condiciones que van más allá de la 
mera inclusión de los libros de texto, 
e incluso en un primer momento fija 
el precio de los libros, hecho que co-
rrige posteriormente». 

Los magistrados señalan que el me-
canismo de adquisición de libros di-
gitales diseñado por la Generalitat «tal 
como se ejecuta en la práctica... supo-
ne un monopolio ‘de facto’, pues si bien 
es cierto que los libros digitales pue-
den adquirirse en librerías no integra-
das en la plataforma digital, ningún 
alumno acudirá a estas cuando sabe 
que la Administración le subvencio-
nará los primeros 30 euros de gasto, e 
implica actos colusorios contra la li-
bre competencia». 

Los editores de libros de texto tam-
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Una juez de Santander ha retirado 
la custodia a un padre, un mosso 
d’esquadra vecino de Cambrils, por 
abusar  de la patria potestad y difi-
cultar la relación de su hija de 4 años 
con la madre, una guardia civil re-
sidente en Cantabria. En su fallo, la 
titular del Juzgado de Primera Ins-
tancia número 11 de Santander, se-
ñala que el padre y su entorno es-
tán ejerciendo «desde hace años 
una transformación de la conduc-
ta de la niña, con objeto de destruir 
sus vínculos con su madre». Y en-
tre la «estrategias» que le achaca 
para lograr este objetivo, la magis-
trada incluye «no enseñarle a la niña 
el castellano», la lengua de su ma-
dre, «hasta que ha ido al colegio». 

En abril de 2010 un juzgado tam-
bién de Santander otorgó la guar-
da y custodia de la menor, Alba, de 
4 años y 8 meses, a su padre, Jordi, 
después de que la pareja se divor-
ciara. Luego, la madre, que vive en 
Cantabria, solicitó al juzgado que 
le fuera devuelta la custodia, soli-
citud que ha sido ahora atendida. 

La juez da la razón a la madre y 
considera probado que el padre ha 
abusado de su patria potestad y pre-
tender provocar el síndrome de alie-
nación parental. Al margen del tema 
lingüístico, la magistrada aduce 
otros hechos, como que el padre re-
quiera a la Policía local cuando en-
trega la hija a su ex, o que le oculte 
información médica de la niña. El 
padre niega los cargos (sostiene que 
la niña habla castellano) y ha recu-
rrido el fallo, que debe ejecutarse 
hoy. Su entorno ha recogido 500 fir-
mas de apoyo y ha convocado una 
concentración a la hora en que debe 
entregar a la niña a su madre.

Una juez retira la 
custodia a un padre 
por no enseñar 
castellano a su hija

ES UNO DE LOS MOTIVOSEl TSJC anula la plataforma digital 
de libros de texto de Cataluña 
∑ Se creó sin expediente 

administrativo y limita 
la libre competencia 
con subvenciones

INÉS BAUCELLS Un aula digitalizada de un colegio barcelonés

Sentencia contundente

EduCat se creó de 
forma irregular  
La sentencia dice: «No hay 
norma que ampare la puesta 
en marcha de la plataforma 
digital en los concretos 
términos en los que la Genera-
litat la ha realizado».   

Subvención de 
treinta euros  
«La plataforma se pone en 
marcha mediante un mecanis-
mo en el que la Administra-
ción, como empresa pública, 
otorga a los alumnos una 
subvención de treinta euros».   

Condiciones 
injustas  
La plataforma «impone a las 
librerías que quieran incorpo-
rarse aceptar unas determina-
das condiciones que van más 
allá de la mera inclusión de 
los libros de texto».    

Una empresa con 
ventaja de partida  
 A Aventia Iberia SL, con 
Abacus, se adjudicó «el 
contrato de diseño, desarrollo 
y puesta en marcha», que eran 
las que desde 2009 gestiona-
ban la plataforma.   

bién llamaban la atención sobre el he-
cho de que se «haya adjudicado a Aven-
tia Iberia SL, en colaboración con la 
cooperativa Abacus, importante libre-
ría del sector, el contrato para el dise-
ño, desarrollo y puesta en marcha de 
la plataforma», lo que la coloca en «una 
evidente situación de privilegio res-
pecto de todos los demás operadores 
del sector, editoriales y libreros, al te-
ner acceso a toda la información ge-
nerada por la operadora». 

Un portavoz de la Generalitat con-
firmó ayer a nuestra redactora Esther 
Armora que, efectivamente, la plata-
forma en cuestión ya no no estaba ope-
rativa.  La sentencia del Tribunal Su-
perior de Justicia de Cataluña se co-
municó a las partes el pasado 28 de 
septiembre. 
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